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Al margen superior izquierdo un escudo del estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. LA TIERRA 
VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: MORELOS.- LA TIERRA QUE 
NOS UNE.- GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de la 
facultad que le otorga la fracción II del artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
aprobó al tenor de lo siguiente: 

Los integrantes de Comisiones Unidas de Justicia, Derechos Humanos y Atención a Víctimas y Hacienda, 
Presupuesto y Cuenta Pública, presentaron a consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de decreto POR EL 
QUE SE ADICIONAN CUATRO PÁRRAFOS FINALES AL ARTÍCULO 76 DE LA LEY DE VÍCTIMAS DEL ESTADO 
DE MORELOS, EL ARTÍCULO 218 A LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, 
ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 84 BIS-4 Y 84 BIS-5 A LA LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE 
MORELOS, en los siguientes términos: 

“I.- PROCESO LEGISLATIVO  
Con fecha 16 de octubre de 2025, las y los diputados LUIS EDUARDO PEDRERO GONZÁLEZ, GONZALA 

ELEONOR MARTÍNEZ GÓMEZ, ALFONSO DE JESÚS SOTELO MARTÍNEZ, ISAAC PIMENTEL MEJÍA, GERARDO 
ABARCA PEÑA, LUZ DARY QUEVEDO MALDONADO, ALFREDO DOMINGUEZ MANDUJANO, NAYLA CAROLINA 
RUÍZ RODRÍGUEZ, TANIA VALENTINA RODRÍGUEZ RUÍZ, ANDREA VALENTINA GUADALUPE GORDILLO 
VEGA, GUILLERMINA MAYA RENDÓN, ALBERTO SÁNCHEZ ORTEGA, OSCAR DANIEL MARTÍNEZ TERRAZAS, 
RAFAEL REYES REYES, JAZMÍN JUANA SOLANO LÓPEZ, FRANCISCO ERIK SÁNCHEZ ZAVALA,  BRENDA 
ESPINOZA LÓPEZ, MARTHA MELISSA MONTES DE OCA MONTOYA, SERGIO OMAR LIVERA CHAVARRIA, 
RUTH CLEOTILDE RODRÍGUEZ LÓPEZ,  presentaron Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adicionan un 
artículo 218 a la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de Morelos, así como tres párrafos finales al artículo 
76 de la Ley de Víctimas del Estado de Morelos e Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se Reforman las 
Fracciones VIII y IX, se Adiciona la Fracción X al Artículo 76 de la Ley de Víctimas del Estado de Morelos.   

Con la misma fecha, en sesión plenaria del Congreso del Estado de Morelos, el Presidente de la Mesa 
Directiva dispuso que dichas Iniciativas fueran turnadas a las Comisiones Unidas de Justicia, Derechos Humanos y 
Atención a Víctimas y de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, por lo que hace a la materia competencial de las 
mismas, en términos del artículo 59 numeral 2 y 7, 61 fracción XI, 66 fracción I y X de la Ley Orgánica para el 
Congreso del Estado de Morelos, para su análisis y dictamen conjunto correspondiente.  

II.- MATERIA DE LAS INICIATIVAS. 
A manera de síntesis, las iniciativas se refieren a la difícil situación que enfrentan las víctimas de delitos, como 

el robo de un vehículo, a quienes no solo se les ve vulnerado su derecho a la propiedad, sino que, en caso de 
recuperación del automóvil, deben afrontar gastos adicionales por arrastre y uso de suelo en los conocidos 
"corralones". Esto puede resultar en una carga económica tan alta que, en ocasiones, supera el valor del propio 
vehículo. La iniciativa busca proteger a estas personas, evitando que tengan que asumir estos costos por el uso de 
suelo y arrastre, tal como se detalla en las condiciones propuestas. 

III.- CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS: 
La primera de las iniciativas planteda, expone lo siguiente: 
“La presente iniciativa, se presenta con la finalidad de regular lo relativo al caso de revictimización de las 

personas que son víctimas de un delito y que, por circunstancias ajenas a su voluntad, su vehículo automotor es 
llevado a un corralón, generándole gastos adicionales, es por ello que la presente propuesta de reforma atiende un 
reclamo constante de la sociedad al considerar injusto que además de ser víctima u ofendido deba pagar por la 
recuperación de sus bienes, cuando es el Estado, como garante de la seguridad pública, el que debe prevenir la 
comisión de delitos y procurar e impartir justicia, en caso de que se materialicen, así como evitar la revictimización de 
las personas, dado que por sí misma la comisión del delito afecta a la víctima.  

En ese sentido, basta observar que las grúas y los corralones en nuestro Estado han venido funcionando 
desde hace ya mucho tiempo, y que desde luego todos estamos conscientes que prestan un servicio, y por este se 
debe pagar; sin embargo, debe quedar debidamente establecido que en caso de vehículos que son llevados a un 
corralón y que pertenezcan a una víctima, esta no debería pagar por tales servicios, pues es obligación del Estado 
garantizar la seguridad. 

Es una realidad que la sociedad ha demandado se regule el servicio de grúas y corralones, pues vemos que de 
manera indiscriminada mucha gente es afectada en su patrimonio cuando sus vehículos son llevados por diversas 
circunstancias a esos lugares, e incluso a veces les sale más caro recuperar su bien que el valor del mismo, al tener 
que pagar el costo del arrastre y corralón, y peor aún es esta situación para aquellas personas que después de haber 
sido víctimas de algún delito en donde se encuentra involucrado su vehículo, tienen que erogar un gasto generado 
por el arrastre, almacenamiento, depósito y resguardo de su vehículo, de modo que en la mayoría de los casos 
prefieren perder su propiedad por no poder cubrir los gastos generados en tal situación, siendo doblemente 
victimizadas y vulneradas ante estas circunstancias. 

El propósito de la iniciativa de reforma que se propone es el de acabar con la revictimización institucional 
generada por la falta de regulación en esta materia, por lo que se presenta esta iniciativa para dar atención a las 
víctimas y en relación al detrimento que genera el gasto por el aseguramiento, arrastre, y almacenamiento de su 
vehículo involucrado en un hecho delictivo de robo, mismo del cual fue víctima. 

Para mayor claridad, a continuación, se incluye un cuadro comparativo entre el proyecto de Decreto y la 
Legislación vigente: 
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LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL 

N/A 

 

Artículo 218. Estarán exentas del pago de derechos 

causados por los servicios de depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos a dichos servicios que presten 

los Municipios las víctimas u ofendidos cuyo vehículo 

automotor haya sido objeto de robo, conforme lo previsto 

por el artículo 176-Bis del Código Penal para el Estado 

de Morelos.  

Lo anterior previa acreditación de la propiedad del 

vehículo automotor ante la autoridad ministerial, en los 

términos señalados por el artículo 76 de la Ley de 

Víctimas del Estado de Morelos. 

En caso de que los servicios de depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos a dichos servicios los presten 

particulares con concesión o permiso otorgado por el 

Ayuntamiento de que se trate, éste último deberá como 

condición para la concesión determinar que en 

tratándose de víctimas u ofendidos cuyo vehículo 

automotor haya sido objeto de robo, conforme lo previsto 

por el artículo 176-Bis del Código Penal para el Estado 

de Morelos no se realice el cobro por parte del 

concesionario. 

Como consecuencia de lo previsto en este artículo los 

Ayuntamientos no considerarán el cobro de las 

contribuciones amparadas por la presente exención en 

las respectivas leyes de ingresos municipales de cada 

año. 

LEY DE VÍCTIMAS DEL ESTADO DE MORELOS 

Artículo 76. Las víctimas tendrán derecho a la restitución 

en sus derechos conculcados, así como en sus bienes y 

propiedades si hubieren sido despojadas de ellos. 

… 

Las medidas de restitución comprenden, según 

corresponda:  

I. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro o 

desaparición de personas;  

II. Restablecimiento de los derechos jurídicos;  

III. Restablecimiento de derechos civiles y políticos;  

IV. Restablecimiento de la identidad;  

V. Restablecimiento de la vida y unidad familiar;  

VI. Regreso digno y seguro al lugar original de residencia 

u origen;  

VII. Reintegración en el empleo;  

VIII. Devolución de todos los bienes o valores de su 

propiedad que hayan sido incautados o recuperados por 

las autoridades, incluyendo sus frutos y accesorios y, si 

no fuere posible, el pago de su valor actualizado. Si se 

trata de bienes fungibles, el juzgador podrá condenar a la 

entrega de un objeto igual al que fuese materia de delito, 

sin necesidad de recurrir a prueba pericial, y 

IX. Restablecimiento de su salud. 

… 

Artículo 76. … 

… 

I a  

IX. … 

… 

Para el caso de la devolución a que se refiere la fracción 

VIII, en caso de ser víctima u ofendido de los delitos 

previstos en el artículo 176-BIS del Código Penal para el 

Estado de Morelos, cuando se haya denunciado el ilícito 

dentro del término de 72 horas después de ocurrido el 

hecho o se haya tenido conocimiento del mismo; o en 

caso de que el vehículo sea utilizado como medio para la 

comisión de un delito, sin que haya participado el 

propietario del mismo aun cuando no haya sido posible 

denunciarlo, no se estará obligado a realizar pago alguno 

por concepto de  los servicios de depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos a dichos servicios, en términos 

de la correspondiente normativa fiscal municipal cuando 

el servicio se preste directamente por el Ayuntamiento y 

en términos de las condiciones aplicables a la 

correspondiente concesión cuando el servicio sea 

prestado por los particulares; lo anterior por concepto de:  

a) Gastos por contribuciones o accesorios, originados por 

maniobras de salvamento, arrastre y almacenaje y demás 

conceptos previstos en las leyes de ingresos municipales 
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por derechos de corralón municipal, de los vehículos 

recuperados y que deban ser devueltos a sus 

propietarios, previa acreditación de propiedad ante la 

autoridad ministerial correspondiente. 

b) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos 

que se generen ante la autoridad hacendaria municipal, 

en caso de que el vehículo automotor haya sido 

recuperado en condiciones de desvalijamiento y/o 

pérdida total;  

c) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos 

que se generen ante la autoridad hacendaria municipal, 

en caso de haberse recuperado y entregado el vehículo 

después de transcurridos tres meses de su denuncia, y 

d) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos 

que se generen ante la autoridad hacendaria municipal 

en caso de que no se haya recuperado transcurridos 6 

meses a partir de la denuncia. 

e) Pago de los servicios de depósito, inventario, arrastre 

y demás relativos a dichos servicios ante los particulares 

que tuvieren concesionados tales servicios. 

Los beneficios a que se refiere el párrafo anterior se 

concederán siempre y cuando el gasto respectivo no se 

encuentre amparado, asegurado o cubierto de otra 

forma, para lo cual el Ministerio Público que conozca de 

la denuncia realizará las investigaciones que se 

requieran y resolverá sobre el otorgamiento de este 

beneficio. Así también, en caso de que al término del 

procedimiento respectivo se acreditara que la conducta 

por la que se privó a la supuesta víctima no fue 

delictuosa, la persona que, en su caso, hubiera recibido 

los beneficios a que se refiere el párrafo antepenúltimo 

de este artículo deberá realizar el pago correspondiente, 

pudiendo al efecto el Ayuntamiento o particular 

interesado deducir las acciones que resulten 

procedentes. 

La Fiscalía General del Estado y los 36 Municipios 

garantizarán, dentro de sus respectivos ámbitos de 

competencia, el cumplimiento de lo establecido en el 

párrafo antepenúltimo del presente artículo relativo a las 

víctimas u ofendidos de los delitos previstos en el artículo 

176-BIS del Código Penal para el Estado de Morelos. 

Para dar cumplimiento a dicha obligación, la Fiscalía 

General, con fundamento en el presente artículo, 

solicitará al corralón correspondiente, la devolución del 

vehículo automotor a favor de los propietarios, sin costo 

alguno para las víctimas. 

Por su parte, los municipios o la autoridad 

correspondiente, en los instrumentos jurídicos que 

celebran con particulares para otorgar la concesión o 

permiso de corralones municipales o de grúas, deberán 

establecer la obligación de los concesionarios de brindar 

tales servicios de manera gratuita a quienes sean 

víctimas del delito de robo de vehículo. 
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Respecto de la viabilidad de la propuesta cabe señalar que en otras Entidades Federativas como es el caso de 

Baja California, esta medida ya ha sido implementada, ya que en el 22 de junio de 2012 se adicionó un último párrafo 

al artículo 250 del otrora Código de Procedimientos Penales de ese Estado, señalando al efecto: 

Artículo 250.- Conservación de las cosas aseguradas.- Las cosas inventariadas conforme al artículo anterior, 

se quedarán en el lugar o recipiente adecuado según su naturaleza, debiéndose tomar las precauciones necesarias 

para asegurar su conservación e identidad. 

(ADICIONADO, P.O. 22 DE JUNIO DE 2012) 

Tratándose de vehículos robados, recuperados y que ingresen a los depósitos correspondientes, previa 

comprobación de la propiedad del mismo con documentos oficiales de Autoridad Competente, se entregarán a la 

parte legitimada, y si fueron reportados dentro de las primeras 72 horas en que se tuvo conocimiento del hecho ilícito, 

se exentarán del pago de los gastos, derechos por maniobras de salvamento, arrastre y almacenaje del vehículo 

recuperado…” 

La segunda de las iniciativas, señala lo que a continuación se transcribe: 

“…Durante la LIV legislatura, esta iniciativa fue presentada por el Diputado Alfonso de Jesús Sotelo Martínez, 

en la LV Legislatura fue retomada y presentada por la Diputada Tania Valentina Rodríguez Ruíz,  hoy de nueva 

cuenta es retomada por quienes la suscribimos, en razón de que en las citadas legislaturas no avanzo su 

dictaminación, sin embargo, debido a que su elaboración es el resultado de un compromiso de escuchar a quienes 

esperan justicia y además recuperar sus pertenencias, sin que ello implique mayor perdida, se trata de un tema de 

suma importancia, debido a que las víctimas deben ser escuchadas y atendidas para alcanzar justica, y no re 

victimizadas. 

Ahora bien, el delito de robo de vehículos automotores previsto en el artículo 176-BIS del Código Penal para el 

Estado de Morelos, se ha incrementado, pues durante el período de enero a abril de este año 2025, Morelos ocupó el 

primer lugar nacional del citado delito, por cada cien mil habitantes. La entidad tiene también un sitio destacado en 

hurtos al transporte de carga. 

Según cifras del Secretariado Ejecutivo Nacional de Seguridad Pública y de la organización civil Morelos Rinde 

Cuentas, en la entidad. 

Continuando con las motivaciones para presentar esta iniciativa, considero que desafortunadamente las 

víctimas u ofendidos de dichos delitos no solo sufren el perjuicio en su patrimonio, sino que además son re 

victimizadas al exigirles que, en los casos en que se recuperan los vehículos, se paguen las cuotas de salvamento, 

arrastre y almacenaje del vehículo recuperado y demás derechos. Lo que causa una doble victimización, debido a 

que, al iniciar los trámites de recuperación de su bien inmueble, se enfrentan a la burocracia y además de cobros 

excesivos por diversos conceptos que refiere precisamente la iniciativa que se presenta. 

Así las cosas, las víctimas u ofendidos, durante la comisión de dichos ilícitos, además de la pérdida de su 

vehículo, el perjuicio muchas veces va más allá, pues también pueden ser privados de documentos y artículos 

personales que en ese momento transportaba y el valor ya sea económico o afectivo que significa, ello sin contar que 

además durante la comisión del delito, la víctima puede ser sujeto de violencia física o moral. 

Ahora bien, en dado caso que el vehículo automotor llegue a ser recuperado por alguna autoridad, aquí se da 

la situación que lo ingresan al corralón de algún Municipio, no necesariamente cercano al domicilio de la víctima u 

ofendido pues este hecho queda al arbitrio de la autoridad que lo recupere, dando inicio a la re victimización con ese 

hecho, pues la víctima u ofendido propietario del vehículo o quién legalmente este facultado para ello, al acudir a 

recuperarlo y dar inicio al trámite consistente en el pago por concepto de arrastre y corralón, lo que se traduce en 

gastos no contemplados afectando sustancialmente su economía, además de los daños que pueda presentar su 

vehículo, ocasionando que la víctima u ofendido al tramitar la devolución del vehículo que le fue robado, se puede 

encontrar con la situación de que el pago por dichos conceptos resulta mayor que el costo del vehículo automotor, lo 

que ocasiona que las víctimas u ofendidos opten por no recuperar el mismo, lo cual se debe evitar con reformas como 

la que se propone. 

Es por ello que la presente iniciativa, atiende un reclamo constante de la sociedad al considerar injusto que 

además de ser víctima u ofendido deba pagar por la recuperación de sus bienes, cuando es el estado el que debe 

prevenir la comisión de delitos y procurar e impartir justicia en caso de que se materialicen, así como evitar la re 

victimización de las personas, dado que por sí mismo la comisión del delito afecta a la víctima y a su familia con 

sentimientos de crean situaciones traumáticas por los hechos vividos durante la comisión del mismo, observando que: 

 La víctima sufre a causa de la acción delictiva. 

 El delito implica daño en su persona o en sus pertenencias 

 El delincuente provoca con su violencia, humillación social 

 La víctima experimenta temor por su vida y la de su familia 

 La víctima se siente vulnerable y esto provoca sentimientos de angustia, desconfianza, inseguridad individual 

y social 
1
 

                                                      
1
 Marchiori, Hilda; Opo. Cit. pp.14 
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En ese sentido, como legisladores debemos crear reformas que protejan los derechos de las víctimas y que 
eviten la revictimización que sufre una persona que al buscar justicia por el robo de su vehículo y demás delitos 
previstos en el artículo 176-BIS del Código Penal para el Estado de Morelos, se debe evitar la re victimización que se 
da por el propio Estado, debido a que al intentar llevar a cabo la recuperación respectiva, se encuentra que los 
servidores y operadores del sistema de procuración e impartición de justicia, además de darle un trato hostil, la 
víctima tiene que pagar gastos y derechos por concepto de arrastre y corralón, e incongruentemente sino cuenta con 
los recursos económicos suficientes para pagar dichas pagos no podrá recuperar su vehículo, lo que implica un doble 
detrimento a su economía, optando muchas veces por abandonarlo en el corralón. 

La presente reforma, encuentra precedente en su similar aprobada en el Estado de Baja California, donde 
desde el 22 de junio de 2012, con la publicación del Decreto 210, en el Periódico Oficial del Estado de Baja California, 
entró en vigor la reforma de adición al Código de Procedimientos Penales para el Estado, que exenta del pago por 
concepto de maniobras de salvamento, arrastre y almacenaje, a propietarios de vehículos robados y recuperados.

2
  

Aun cuando en el Estado de Baja California lo que se reformó fue otro cuerpo legal, la finalidad es la misma, no 
revictimizar a las víctimas u ofendidos, esta iniciativa va más allá, pues alcanza las exenciones de pagos por 
concepto refrendo, tarjeta de circulación y baja definitiva del Padrón Vehicular. 

Para mayor claridad, a continuación, se incluye un cuadro comparativo entre el proyecto de Decreto y la 
Legislación vigente: 
LEY DE VÍCTIMAS DEL ESTADO DE MORELOS 
TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO 
Artículo 76. Las víctimas tendrán derecho a la restitución 
en sus derechos conculcados, así como en sus bienes y 
propiedades si hubieren sido despojadas de ellos.  
Las medidas de restitución comprenden, según 
corresponda: 
I a VII. … 
VIII. Devolución de todos los bienes o valores de su 
propiedad que hayan sido incautados o recuperados por 
las autoridades, incluyendo sus frutos y accesorios y, si 
no fuere posible, el pago de su valor actualizado. Si se 
trata de bienes fungibles, el juzgador podrá condenar a la 
entrega de un objeto igual al que fuese materia de delito, 
sin necesidad de recurrir a prueba pericial, y  
IX. Restablecimiento de su salud. 

Artículo 76. … 
… 
I a VII. … 
VIII. Devolución de todos los bienes o valores de su 
propiedad que hayan sido incautados o recuperados por 
las autoridades, incluyendo sus frutos y accesorios y, si 
no fuere posible, el pago de su valor actualizado. Si se 
trata de bienes fungibles, el juzgador podrá condenar a la 
entrega de un objeto igual al que fuese materia de delito, 
sin necesidad de recurrir a prueba pericial; 
IX. Restablecimiento de su salud, y 
X. En caso de ser víctima u ofendido de los delitos 
previstos en el artículo 176-BIS del Código Penal para el 
Estado de Morelos, y se haya denunciado dentro del 
término de 72 horas después de ocurrido el hecho o se 
haya tenido conocimiento del mismo; o en caso de que, 
el vehículo sea utilizado como medio para la comisión de 
un delito, sin que haya participado el propietario del 
mismo y no haya sido posible denunciarlo, no estará 
obligado a realizar pago alguno, en términos de la 
correspondiente normativa fiscal, por concepto de:  
a) Gastos por contribuciones y accesorios originados por 
maniobras de salvamento, arrastre y almacenaje del 
vehículo recuperado;  
b) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos 
que se generen ante la autoridad hacendaria ya sea 
estatal o municipal, en caso de que el vehículo automotor 
haya sido recuperado en condiciones de desvalijamiento 
y/o pérdida total;  
c) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos 
que se generen ante la autoridad hacendaria ya sea 
estatal o municipal, en caso de haberse recuperado y 
entregado después de transcurridos tres meses de su 
denuncia, y 
d) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos 
que se generen ante la autoridad hacendaria ya sea 
estatal o municipal en caso de que no se haya 
recuperado transcurridos 6 meses a partir de la denuncia. 
La Fiscalía General del Estado y los 36 Municipios 
garantizarán, dentro de sus respectivos ámbitos de 
competencia, el cumplimiento de lo establecido en la 
fracción X del presente artículo. 

                                                      
2
 http://www.afntijuana.info/politica/10697_no_pagaran_corralon_victimas_de_robo_de_auto  
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LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS 

 Artículo 84 BIS-4.- En caso de ser víctima u ofendido de 

los delitos previstos en el artículo 176-BIS del Código 

Penal para el Estado de Morelos, y se haya denunciado 

dentro del término de 72 horas después de ocurrido el 

hecho o se haya tenido conocimiento del mismo; no se 

pagará el derecho por concepto de refrendo anual de los 

derechos de control vehicular, con expedición de tarjeta 

de circulación y holograma en los siguientes casos:  

I. Cuando hayan sido recuperados en condiciones de 

desvalijamiento y pérdida total;  

II. Al haberse recuperado y entregado a la víctima 

propietaria del vehículo después de transcurridos tres 

meses de su denuncia, o  

III. Cuando no se haya recuperado el vehículo 

transcurridos más de 6 meses a partir de su denuncia. 

 Artículo 84 BIS-5.- En caso de ser víctima u ofendido de 

los delitos previstos en el artículo 176-BIS del Código 

Penal para el Estado de Morelos, y se haya denunciado 

dentro del término de 72 horas después de ocurrido el 

hecho o se haya tenido conocimiento del mismo, no se 

pagará por los derechos por concepto de servicios 

prestados por la Secretaría de Movilidad y Transporte 

consistentes en reexpedición de tarjeta de circulación de 

automóviles y camiones y por la expedición de baja de 

registro en el Padrón Vehicular estatal de servicio 

particular, en los siguientes casos:  

a) Cuando hayan sido recuperados en condiciones de 

desvalijamiento y pérdida total, o 

b) En caso de que no se haya recuperado el vehículo 

transcurridos 6 meses a partir de su denuncia. 

IV.-  FUNDAMENTACIÓN A FAVOR DE LAS INICIATIVAS. 

Fundan el derecho a presentar esta iniciativa, lo que establecen los artículos 40 fracción II; 42 fracción II, y 50 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, así como 18 fracción IV de la Ley Orgánica para 

el Congreso del Estado, buscando privilegiar la vigencia del estado de derecho y la seguridad jurídica para los 

morelenses. 

En ese sentido, es necesario precisar que la dictaminación se lleva a cabo de manera conjunta, debido a que 

existe conexidad entre ambas propuestas de reformas, pues el objetivo es el mismo, atender un reclamo social 

específicamente de las víctimas de robo de un vehículo automotor, al considerar injusto que además de ser víctima u 

ofendido deba pagar por la recuperación de sus bienes, cuando es el Estado, como garante de la seguridad pública, 

el que debe prevenir la comisión de delitos, e incluso en caso de dictaminarse por separado, pudiera obstruirse la 

públicación inmediata de las reformas propuestas. 

Ahora bien, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adicionan un artículo 218 a la Ley General de 

Hacienda Municipal del Estado de Morelos, así como tres párrafos finales al artículo 76 de la Ley de Víctimas del 

Estado de Morelos y la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se Reforman las Fracciones VIII y IX, se 

Adiciona la Fracción X al Artículo 76 de la Ley de Víctimas del Estado de Morelos, así como los Artículos 84 BIS-4 y 

84 BIS-5 a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, fueron presentadas con la finalidad de regular lo 

relativo al caso de revictimización de las personas que son víctimas de un delito y que, por circunstancias ajenas a su 

voluntad, su vehículo automotor es llevado a un corralón, generándole gastos adicionales, es por ello que las 

propuestas de reforma que se analizan, como ya se señaló, atienden un reclamo constante de la sociedad al 

considerar injusto que además de ser víctima u ofendido deba pagar por la recuperación de sus bienes, cuando es el 

Estado, como garante de la seguridad pública, el que debe prevenir la comisión de delitos, así como procurar e 

impartir justicia, en caso de que se materialicen, así como evitar la revictimización de las personas, dado que por sí 

misma la comisión del delito afecta a la víctima.  

Por lo que corresponde a estas comisiones dictaminadoras, el proyecto es viable porque el legislativo estatal sí 

cuenta con plenas facultades para legislar en la materia, puesto que el artículo 40 fracción II de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, abre esa posibilidad y da la facultad. 
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V.- VALORACIÓN DE LAS INICIATIVAS. 
De conformidad con las atribuciones conferidas a las Comisiones de Justicia, Derechos Humanos y Atención a 

Víctimas y de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, y, así como en apego a la fracción II del artículo 104 del 
Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, se procede a analizar en lo general y en lo particular las 
iniciativas para determinar su procedencia o improcedencia. 

Las iniciativas han sido analizadas en términos de viabilidad jurídica, impacto social, no afectación de la libertad 
hacendaria y compatibilidad con el marco legal vigente en el Estado de Morelos. 

Viabilidad Jurídica. 
La propuesta se fundamenta en el artículo 40 de la Constitución Local, que otorga al Congreso del Estado la 

facultad de expedir, reformar y derogar leyes. 
No existe contradicción con otras leyes locales, ya que la Ley de Víctimas del Estado de Morelos no prevé una 

regulación específica sobre la exención de pagos relacionados con la recuperación de vehículos robados. 
A partir de los parámetros, bases y principios de la Ley General de Víctimas se fortalece su aplicabilidad y 

coherencia con el sistema jurídico nacional. 
Impacto Social. 
Beneficia a las víctimas del delito de robo de vehículo, eliminando barreras económicas que dificultan la 

recuperación de su patrimonio. 
Reduce la carga administrativa de las instituciones encargadas de la gestión de trámites vehiculares, 

permitiendo mayor eficiencia en la atención a las víctimas. 
No afectación a la Libertad Hacendaria y a los principios tributarios. 

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal establece que las contribuciones deben respetar los 
principios de proporcionalidad y equidad, lo que implica que no se puede obligar a una persona a asumir un pago 
fiscal por la recuperación de un bien que le ha sido sustraído de forma ilegal. Imponer una carga tributaria en estas 
circunstancias rompe el principio de equidad, ya que coloca en una situación de desventaja a las víctimas de delitos, 
obligándolas a sufragar gastos derivados de una situación que está completamente fuera de su control. 

Asimismo, en diversas resoluciones, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las 
contribuciones deben ser proporcionales y no desproporcionadas, en tanto que el Estado tiene la obligación de evitar 
imponer cargas fiscales que generen desigualdades o afecten de manera innecesaria a los sectores más vulnerables, 
dichos precedentes descansan y tienen su sustento en los siguientes criterios que a continuación se presentan: 

Amparo en Revisión 552/2010
3
 

Fecha: 1 de septiembre de 2010 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz 
Datos Relevantes: 
En este caso, la SCJN sostuvo que la imposición de cargas fiscales que resulten desproporcionadas vulnera 

los principios de equidad y proporcionalidad tributaria. La resolución subraya la obligación del Estado de evitar que se 
exijan contribuciones que generen desequilibrios económicos injustificados, especialmente en contextos donde la 
víctima se ve obligada a asumir gastos derivados de un hecho ilícito. Este criterio respalda la idea de que imponer un 
pago fiscal por la recuperación de bienes sustraídos de manera ilegal atenta contra dichos principios constitucionales. 

Amparo en Revisión 674/2010
4
 

Fecha: 27 de octubre de 2010 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
Datos Relevantes: 
En esta resolución, la Suprema Corte reafirmó que las contribuciones deben ser proporcionales y que el Estado 

tiene la obligación de evitar cargas fiscales que generen desigualdades, especialmente cuando estas recaen sobre 
sujetos en situaciones de vulnerabilidad. Este precedente es relevante para argumentar que imponer una carga fiscal 
a las víctimas de un delito, por el simple hecho de recuperar un bien, contraviene el principio de equidad tributaria y 
pone en desventaja a quienes ya han sufrido un perjuicio patrimonial ajeno a su control.  

En este sentido, la reforma propuesta no se orienta a otorgar un privilegio fiscal ni a condonar de manera 
generalizada impuestos, sino a corregir una situación en la que las víctimas se ven obligadas a cubrir gastos 
relacionados con la recuperación de bienes sustraídos, lo cual resulta injusto y contraviene los principios de equidad 
tributaria. 

Por otra parte, la libertad hacendaria de los municipios, consagrada en el artículo 115, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, garantiza que las entidades locales dispongan de autonomía 
para regular sus propias contribuciones. La presente reforma respeta este principio al no interferir en la capacidad de 
los municipios para gestionar sus recursos, sino que se orienta a evitar que la víctima asuma una carga económica 
que correspondería, en todo caso, al resarcimiento de un perjuicio causado por la actividad delictiva. 

                                                      
3
 Tesis: 1a./J. 32/2011, con numero de registro digital 162318, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Instancia Primera Sala, Novena 

Época, Materia(s): Constitucional, Tipo: Jurisprudencia, Tesis de jurisprudencia 32/2011. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintitrés de marzo de dos mil once,  [en línea], https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/162318,  [consulta: 29 de enero de 2025] 
4
  [en línea], https://bj.scjn.gob.mx/doc/sentencias_pub/uzMw3ngB_UqKst8olyRA/%22Tropas%22, [consulta 29 de enero de 2025]  
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Al efecto, hay que considerar que se ha dicho por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la resolución 
emitida en la Controversia Constitucional 12/2004, promovida por el Municipio de Mérida, Yucatán, que conforme al 
artículo 115, fracción IV, Constitucional, existe un principio de ejercicio directo por parte del Ayuntamiento de los 
recursos que integran la hacienda pública municipal, el cual implica que todos los recursos que integran la hacienda 
pública municipal, inclusive los que no están sujetos al régimen de libre administración hacendaria, deben ejercerse 
en forma directa por los ayuntamientos o por quienes ellos autoricen conforme a la ley, sin embargo, se considera 
que ello no se contraviene con la presente reforma ya que lo que se busca no es que haya un administrador de los 
recursos que se causarían por las víctimas u ofendidos en un delito de robo de vehículo, sino que se plantea la no 
causación del derecho, es decir, que el ingreso no se generaría en el caso que nos ocupa. 

De modo que el principio de ejercicio directo de los recursos que integran la hacienda pública municipal, mismo 
que es un reconocimiento constitucional congruente con la consagración de Municipio como ente de gobierno y con la 
consolidación de facultades exclusivas en su favor y que emana de que los Municipios tienen reconocido en grado 
constitucional el derecho de administrar y ejercer directamente los recursos que formen parte de su hacienda pública 
municipal, lo cual pueden hacer directamente por conducto de su ayuntamiento, o bien por quien ellos señalen 
conforme a la ley, no se estaría contraviniendo en el presente caso, ya que no se genera ninguna instancia intermedia 
o ente que administre recursos municipales, sino que se prevén supuestos legales en los que los cobros por arrastre 
de vehículos y corralón no se van a causar cuando se trate de víctimas u ofendidos en un delito de robo. 

En ese orden de ideas, la medida legislativa propuesta actúa como un mecanismo de corrección, destinado a 
prevenir que las víctimas de robo de vehículos tengan que soportar un costo fiscal que agrava su situación 
patrimonial y social. Esta medida se fundamenta en los principios de proporcionalidad y equidad tributaria, y se ajusta 
a la libertad hacendaria de los municipios, garantizando así que las contribuciones sean justas y no 
desproporcionadas, en consonancia con el mandato constitucional y la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 

Aunado a lo anterior, tomando en cuenta que la materia del presente dictamen, versa sobre la adición de 
nuevos preceptos en tres normas, se procederá a valorar si las propuestas del proyecto de reforma se ajustan a la 
aplicabilidad de la norma para establecer su procedencia o improcedencia. 

1. En términos generales, las reformas planteadas buscan incorporar principios relacionados con la materia 
hacendaria y de justicia, con el fin de evitar la revictimización de la ciudadanía que haya sido afectada por el delito de 
robo de vehículo. Además, se propone que, en caso de recuperación del vehículo, se garantice que los afectados no 
sean quienes tengan que solventar los gastos generados por el arrastre y el uso de suelo de los corralones.  

Así pues, las iniciativas tienen como fines teleológicos, que el Estado proteja a las víctimas, en este caso del 
delito de robo de vehículo, en su integridad patrimonial al exentarle del pago de los derechos y aprovechamientos 
relativos al arrastre, resguardo y entrega de vehículos automotores recuperados que fueron materia de la comisión de 
un ilícito no atribuido a quien posee la legítima propiedad, con esta garantía las personas se acogen a la máxima 
protección de la justicia cuando son las víctimas de los actos antijurídicos y se les libera de toda responsabilidad, ante 
la autoridad administrativa, por hechos ajenos a su voluntad. 

Derivado de los beneficios y garantías expresadas en los párrafos que anteceden, los integrantes de estas 
comisiones dictaminadoras unidas estiman que, en lo general, el proyecto es procedente en razón de que los fines 
teleológicos que persigue guardan racionalidad jurídica y aseguran la justicia para las víctimas, observándose 
solamente inconsistencias de forma en la sintaxis y gramática del texto legislativo propuesto. 

2. En lo particular, las reformas planteadas, se describe a continuación: 
2.1.- En lo que las y los iniciadores identifican como Artículo 218, párrafo tercero, de la Ley General de 

Hacienda Municipal del Estado de Morelos, de acuerdo con la nueva gramática de la Real Academia en el uso de los 
gerundios, se llama gerundio preposicional al introducido por la preposición en (en tratándose), aunque ha decrecido 
de manera notable su uso en el español actual, se emplea ocasionalmente en el hablado en algunos países 
americanos, sobre todo en la lengua rural. Se registran estos usos esporádicos con sujeto pospuesto (en llegando yo 
a tu casa) y —más raramente— también con sujeto antepuesto: Porque bueno será que se instale, que en yo 
llegando a esa, partiremos las ganancias. Se documenta en ocasiones el gerundio preposicional en la lengua literaria 
contemporánea, pero es uso minoritario y a veces deliberadamente arcaizante. 

Por lo tanto, aunque "entratándose" se trata de un arcaísmo que se llega a admitir en los textos jurídicos, sin 
embargo, el gerundio preposicional integrado en una sola palabra no es correcto, siendo lo correcto en dos palabras 
"en tratándose", por lo tanto, las formas modernas consideran más aceptable suprimir la preposición "en" y redactar 
exclusivamente la palabra "tratándose". 

2.2.- En lo que el iniciador identifica como Artículo 76 de la Ley de Víctimas del Estado de Morelos, se 
identificaron errores gramaticales y de sintaxis que hacen reiterativa una misma idea dentro de un mismo párrafo, 
además, invocando una de las reglas de la técnica legislativa en la redacción de los textos legislativos, la brevedad y 
claridad de los textos permite a los sujetos de la ley su cabal comprensión, independientemente de su nivel de 
desarrollo intelectual, cumpliendo así con la característica de generalidad en las leyes además, por economía de 
lenguaje y precisión de los fines que persigue la norma, se requiere concreción y cierre de las ideas que pretenden 
plasmar un fin teleológico en la norma.  
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VI.- MODIFICACIONES A LA INICIATIVA. 

Con las atribuciones con las que se encuentran investidas esta Comisión Legislativa, previstas en el artículo 

106 fracción III del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, se considera pertinente realizar 

modificaciones a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se Reforman las Fracciones VIII y IX, se Adiciona la 

Fracción X al Artículo 76 de la Ley de Víctimas del Estado de Morelos, así como los Artículos 84 BIS-4 y 84 BIS-5 a la 

Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, con la finalidad de enriquecer el contenido de la misma, y con ello 

generar integración, congruencia y precisión del acto legislativo, facultad de modificación concerniente a la Comisión 

dictaminadora, contenida en el citado precepto legal, no obstante esto, la argumentación aludida descansa y tiene 

sustento en el siguiente criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con numero 

de registro 162318 y visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, bajo  el rubro “PROCESO 

LEGISLATIVO. LAS CÁMARAS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DE LA UNIÓN TIENEN LA FACULTAD PLENA 

DE APROBAR, RECHAZAR, MODIFICAR O ADICIONAR EL PROYECTO DE LEY O DECRETO, 

INDEPENDIENTEMENTE DEL SENTIDO EN EL QUE SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA 

INICIATIVA CORRESPONDIENTE
5
” que establece lo siguiente y  que a manera de síntesis refiere:  

1. Facultad plena del Congreso para modificar iniciativas legislativas: 

 La tesis establece que las Cámaras que integran el Congreso de la Unión pueden aprobar, rechazar, 

modificar o adicionar un proyecto de ley o decreto, independientemente del sentido original de la iniciativa 

presentada. 

 Esto significa que el Congreso no está obligado a mantener los motivos o fundamentos originales de la 

propuesta, sino que puede ajustarlos según lo considere necesario. 

2. El debate legislativo no está limitado a la propuesta inicial: 

 Aunque la iniciativa de ley establece el punto de partida para la discusión legislativa, el Congreso puede 

abordar otros temas relacionados si tienen una íntima vinculación con el proyecto en discusión. 

 Esto permite que el proceso legislativo sea más flexible y adaptable a nuevas consideraciones que surjan 

durante el análisis parlamentario. 

3. Fundamento constitucional de la potestad legislativa: 

 La jurisprudencia se basa en los artículos 71 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, que otorgan a los legisladores la capacidad de presentar y modificar iniciativas sin necesidad de que cada 

ajuste requiera un proyecto de ley independiente. 

 En consecuencia, el Congreso puede realizar cambios de fondo a un proyecto sin necesidad de presentar 

una nueva iniciativa, siempre y cuando se respete el debido proceso legislativo. 

En conclusión, se realizan modificaciones mínimas en la redacción derivado de que se identificaron errores 

gramaticales y de sintaxis que hacen reiterativa una misma idea dentro de un mismo párrafo, además, invocando una 

de las reglas de la técnica legislativa en la redacción de los textos legislativos, la brevedad y claridad de los textos 

permite a los sujetos de la ley su cabal comprensión, independientemente de su nivel de desarrollo intelectual, 

cumpliendo así con la característica de generalidad en las leyes, de igual manera se amplia la protección de las 

víctimas de robo de un vehículo automotor, a otras partes del mismo, pues en el caso de camionetas, camiones o 

trailers, muchas veces solo se localizan sus cajas, carrocerías y demás partes que de igual manera les son robadas y 

trasladadas a corralones, por lo que estas comisiones consideran necesaria dicha adhesión, buscando en todo 

momento la máxima protección de las víctimas, por lo que se propone que las reformas propuestas contengan un 

texto incluyente basado en el reconocimiento de los Derechos Humanos de los que gozan los gobernados, sin hacer 

alusión a un cierto grupo en particular, además de ser un poco mas flexible por cuanto a los plazos establecidos. 

Para mayor claridad, a continuación, se incluye un cuadro comparativo entre el proyecto de Decreto y las 

modificaciones propuestas: 

Primeramente, se hace el comparativo de la Ley de Víctimas del Estado de Morelos, debido a que existen dos 

propuestas de reforma sobre el mismo artículo. 

                                                      
5
 Tesis: 1a./J. 32/2011, con numero de registro digital 162318, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Instancia Primera Sala, Novena 

Época, Materia(s): Constitucional, Tipo: Jurisprudencia, Tesis de jurisprudencia 32/2011. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintitrés de marzo de dos mil once,  [en línea], https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/162318,  [consulta: 29 de enero de 2025] 
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LEY DE VÍCTIMAS DEL ESTADO DE MORELOS 

Texto vigente Propuesta 1 Propuesta 2 Propuesta Comisión 

Artículo 76. Las víctimas 

tendrán derecho a la 

restitución en sus derechos 

conculcados, así como en 

sus bienes y propiedades 

si hubieren sido 

despojadas de ellos. 

… 

Las medidas de restitución 

comprenden, según 

corresponda:  

I. Restablecimiento de la 

libertad, en caso de 

secuestro o desaparición 

de personas;  

II. Restablecimiento de los 

derechos jurídicos;  

III. Restablecimiento de 

derechos civiles y políticos;  

IV. Restablecimiento de la 

identidad;  

V. Restablecimiento de la 

vida y unidad familiar;  

VI. Regreso digno y seguro 

al lugar original de 

residencia u origen;  

VII. Reintegración en el 

empleo;  

VIII. Devolución de todos 

los bienes o valores de su 

propiedad que hayan sido 

incautados o recuperados 

por las autoridades, 

incluyendo sus frutos y 

accesorios y, si no fuere 

posible, el pago de su valor 

actualizado. Si se trata de 

bienes fungibles, el 

juzgador podrá condenar a 

la entrega de un objeto 

igual al que fuese materia 

de delito, sin necesidad de 

recurrir a prueba pericial, y 

IX. Restablecimiento de su 

salud. 

… 

 

Artículo 76. … 

… 

I a IX. … 

… 

Para el caso de la 

devolución a que se refiere 

la fracción VIII, en caso de 

ser víctima u ofendido de 

los delitos previstos en el 

artículo 176-BIS del 

Código Penal para el 

Estado de Morelos, cuando 

se haya denunciado el 

ilícito dentro del término de 

72 horas después de 

ocurrido el hecho o se 

haya tenido conocimiento 

del mismo; o en caso de 

que el vehículo sea 

utilizado como medio para 

la comisión de un delito, 

sin que haya participado el 

propietario del mismo aun 

cuando no haya sido 

posible denunciarlo, no se 

estará obligado a realizar 

pago alguno por concepto 

de  los servicios de 

depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos 

a dichos servicios, en 

términos de la 

correspondiente normativa 

fiscal municipal cuando el 

servicio se preste 

directamente por el 

Ayuntamiento y en 

términos de las 

condiciones aplicables a la 

correspondiente concesión 

cuando el servicio sea 

prestado por los 

particulares; lo anterior por 

concepto de:  

a) Gastos por 

contribuciones o 

accesorios, originados por 

maniobras de salvamento, 

arrastre y almacenaje y 

demás conceptos previstos 

en las leyes de ingresos 

municipales por derechos 

de corralón municipal, de 

los vehículos recuperados 

y que deban ser devueltos 

Artículo 76. … 

… 

I a VII. … 

VIII. Devolución de todos 

los bienes o valores de su 

propiedad que hayan sido 

incautados o recuperados 

por las autoridades, 

incluyendo sus frutos y 

accesorios y, si no fuere 

posible, el pago de su valor 

actualizado. Si se trata de 

bienes fungibles, el 

juzgador podrá condenar a 

la entrega de un objeto 

igual al que fuese materia 

de delito, sin necesidad de 

recurrir a prueba pericial; 

IX. Restablecimiento de su 

salud, y 

X. En caso de ser víctima u 

ofendido de los delitos 

previstos en el artículo 

176-BIS del Código Penal 

para el Estado de Morelos, 

y se haya denunciado 

dentro del término de 72 

horas después de ocurrido 

el hecho o se haya tenido 

conocimiento del mismo; o 

en caso de que, el vehículo 

sea utilizado como medio 

para la comisión de un 

delito, sin que haya 

participado el propietario 

del mismo y no haya sido 

posible denunciarlo, no 

estará obligado a realizar 

pago alguno, en términos 

de la correspondiente 

normativa fiscal, por 

concepto de:  

a) Gastos por 

contribuciones y 

accesorios originados por 

maniobras de salvamento, 

arrastre y almacenaje del 

vehículo recuperado;  

b) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante la 

autoridad hacendaria ya 

sea estatal o municipal, en 

caso de que el vehículo 

automotor haya sido 

Artículo 76. … 

… 

I a  

IX. … 

… 

Para el caso de la 

devolución a que se refiere 

la fracción VIII, en caso de 

ser víctima u ofendido de 

los delitos previstos en el 

artículo 176-BIS del 

Código Penal para el 

Estado de Morelos, cuando 

se haya denunciado el 

ilícito dentro del término de 

72 horas después de 

ocurrido el hecho o se 

haya tenido conocimiento 

del mismo o, en caso de 

que el vehículo sea 

utilizado como medio para 

la comisión de un delito sin 

que  el propietario haya 

participado del mismo, aun 

cuando no haya sido 

posible denunciar dicho 

delito, no se estará 

obligado a realizar pago 

alguno por concepto de  

los servicios de depósito, 

inventario, arrastre y 

demás relativos a dichos 

servicios, en términos de la 

correspondiente normativa 

fiscal estatal o municipal 

cuando el servicio se 

preste directamente por 

alguna autoridad estatal o 

municipal y, en términos de 

las condiciones aplicables 

a la correspondiente 

concesión, cuando el 

servicio sea prestado por 

los particulares; lo anterior 

por concepto de:  

a) Gastos por 

contribuciones o 

accesorios originados por 

maniobras de salvamento, 

arrastre y almacenaje y 

demás conceptos previstos 

en las leyes de ingresos 

municipales o estatales, 

por derechos de corralón 

municipal, de los vehículos 
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a sus propietarios, previa 

acreditación de propiedad 

ante la autoridad 

ministerial 

correspondiente. 

b) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante la 

autoridad hacendaria 

municipal, en caso de que 

el vehículo automotor haya 

sido recuperado en 

condiciones de 

desvalijamiento y/o pérdida 

total;  

c) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante la 

autoridad hacendaria 

municipal, en caso de 

haberse recuperado y 

entregado el vehículo 

después de transcurridos 

tres meses de su 

denuncia, y 

d) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante la 

autoridad hacendaria 

municipal en caso de que 

no se haya recuperado 

transcurridos 6 meses a 

partir de la denuncia. 

e) Pago de los servicios de 

depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos 

a dichos servicios ante los 

particulares que tuvieren 

concesionados tales 

servicios. 

Los beneficios a que se 

refiere el párrafo anterior 

se concederán siempre y 

cuando el gasto respectivo 

no se encuentre 

amparado, asegurado o 

cubierto de otra forma, 

para lo cual el Ministerio 

Público que conozca de la 

denuncia realizará las 

investigaciones que se 

requieran y resolverá sobre 

el otorgamiento de este 

beneficio.  Así también, en 

caso de que al término del 

procedimiento respectivo 

se acreditara que la 

recuperado en condiciones 

de desvalijamiento y/o 

pérdida total;  

c) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante la 

autoridad hacendaria ya 

sea estatal o municipal, en 

caso de haberse 

recuperado y entregado 

después de transcurridos 

tres meses de su 

denuncia, y 

d) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante la 

autoridad hacendaria ya 

sea estatal o municipal en 

caso de que no se haya 

recuperado transcurridos 6 

meses a partir de la 

denuncia. 

La Fiscalía General del 

Estado y los 36 Municipios 

garantizarán, dentro de sus 

respectivos ámbitos de 

competencia, el 

cumplimiento de lo 

establecido en la fracción 

X del presente artículo. 

 

recuperados y que deban 

ser devueltos a sus 

propietarios, previa 

acreditación de propiedad 

ante la autoridad 

ministerial 

correspondiente; 

b) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante 

cualquier autoridad estatal 

o municipal, en caso de 

que el vehículo automotor 

haya sido recuperado en 

condiciones de 

desvalijamiento o pérdida 

total; 

c) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante la 

autoridad hacendaria 

municipal, en caso de 

haberse recuperado y 

entregado el vehículo 

después de transcurridos 

tres meses de su 

denuncia; 

d) Pago de contribuciones, 

accesorios y demás gastos 

que se generen ante 

cualquier autoridad 

hacendaria estatal o 

municipal, en caso de que 

no se haya recuperado 

transcurridos 6 meses a 

partir de la denuncia, y 

e) Pago de los servicios de 

depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos 

a dichos servicios ante los 

particulares que tuvieren 

concesionados tales 

servicios. 

Los beneficios a que se 

refiere el párrafo anterior 

se concederán siempre y 

cuando el gasto respectivo 

no se encuentre 

amparado, asegurado o 

cubierto de otra forma, 

para lo cual el Ministerio 

Público que conozca de la 

denuncia realizará las 

investigaciones que se 

requieran y resolverá sobre 

el otorgamiento de este 

beneficio; si al término del 
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conducta por la que se 

privó a la supuesta víctima 

no fue delictuosa, la 

persona que, en su caso, 

hubiera recibido los 

beneficios a que se refiere 

el párrafo antepenúltimo de 

este artículo deberá 

realizar el pago 

correspondiente, pudiendo 

al efecto el Ayuntamiento o 

particular interesado 

deducir las acciones que 

resulten procedentes. 

La Fiscalía General del 

Estado y los 36 Municipios 

garantizarán, dentro de sus 

respectivos ámbitos de 

competencia, el 

cumplimiento de lo 

establecido en el párrafo 

antepenúltimo del presente 

artículo relativo a las 

víctimas u ofendidos de los 

delitos previstos en el 

artículo 176-BIS del 

Código Penal para el 

Estado de Morelos. Para 

dar cumplimiento a dicha 

obligación, la Fiscalía 

General, con fundamento 

en el presente artículo, 

solicitará al corralón 

correspondiente, la 

devolución del vehículo 

automotor a favor de los 

propietarios, sin costo 

alguno para las víctimas. 

Por su parte, los 

municipios o la autoridad 

correspondiente, en los 

instrumentos jurídicos que 

celebran con particulares 

para otorgar la concesión o 

permiso de corralones 

municipales o de grúas, 

deberán establecer la 

obligación de los 

concesionarios de brindar 

tales servicios de manera 

gratuita a quienes sean 

víctimas del delito de robo 

de vehículo.  

procedimiento respectivo 

se acreditara que la 

conducta por la que se 

privó a la supuesta víctima 

no fue delictuosa, la 

persona que hubiera 

recibido los beneficios de 

este artículo deberá 

realizar el pago 

correspondiente, con la 

posibilidad deducir las 

acciones que resulten 

procedentes, asimismo los 

beneficios citados, se 

aplicarán a otras partes de 

un vehículo automotor que 

hayan sido robadas y 

trasladadas a un corralón. 

La Fiscalía General del 

Estado y los municipios del 

estado de Morelos 

garantizarán, dentro de sus 

respectivos ámbitos de 

competencia, el 

cumplimiento de lo 

establecido en el párrafo 

antepenúltimo del presente 

artículo relativo a las 

víctimas u ofendidos de los 

delitos previstos en el 

artículo 176-BIS del 

Código Penal para el 

Estado de Morelos, para 

dar cumplimiento a dicha 

obligación, la Fiscalía 

General solicitará al 

corralón correspondiente, 

la devolución del vehículo 

automotor a favor de los 

propietarios, sin costo 

alguno. 

Por su parte, los 

municipios o la autoridad 

correspondiente, en los 

instrumentos jurídicos que 

celebran con particulares 

para otorgar la concesión o 

permiso de corralones 

municipales o de grúas, 

deberán establecer la 

obligación de los 

concesionarios de brindar 

tales servicios de manera 

gratuita a quienes sean 

víctimas del delito de robo 

de vehículo. 
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Respecto al artículo 218 de la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de Morelos y artículos 84 BIS-4 y 

84 BIS-5 a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, se propone modificar la redacción con la finalidad de 

que sea más clara y armónica: 

LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE REFORMA PROPUESTA COMISIÓN 

SIN CORRELATIVO 

 

Artículo 218. Estarán exentas del 

pago de derechos causados por los 

servicios de depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos a dichos 

servicios que presten los Municipios 

las víctimas u ofendidos cuyo 

vehículo automotor haya sido objeto 

de robo, conforme lo previsto por el 

artículo 176-Bis del Código Penal 

para el Estado de Morelos.  

Lo anterior previa acreditación de la 

propiedad del vehículo automotor 

ante la autoridad ministerial, en los 

términos señalados por el artículo 76 

de la Ley de Víctimas del Estado de 

Morelos. 

En caso de que los servicios de 

depósito, inventario, arrastre y 

demás relativos a dichos servicios 

los presten particulares con 

concesión o permiso otorgado por el 

Ayuntamiento de que se trate, éste 

último deberá como condición para la 

concesión determinar que en 

tratándose de víctimas u ofendidos 

cuyo vehículo automotor haya sido 

objeto de robo, conforme lo previsto 

por el artículo 176-Bis del Código 

Penal para el Estado de Morelos no 

se realice el cobro por parte del 

concesionario. 

Como consecuencia de lo previsto 

en este artículo los Ayuntamientos 

no considerarán el cobro de las 

contribuciones amparadas por la 

presente exención en las respectivas 

leyes de ingresos municipales de 

cada año. 

Artículo 218. Estarán exentas del 

pago de derechos causados por los 

servicios de depósito, inventario, 

arrastre y demás relativos a dichos 

servicios que presten los Municipios 

las víctimas u ofendidos cuyo 

vehículo automotor haya sido objeto 

de robo, conforme lo previsto por el 

artículo 176-Bis del Código Penal 

para el Estado de Morelos.  

Lo anterior previa acreditación de la 

propiedad del vehículo automotor 

ante la autoridad ministerial, en los 

términos señalados por el artículo 76 

de la Ley de Víctimas del Estado de 

Morelos. 

En caso de que los servicios de 

depósito, inventario, arrastre y 

demás relativos a dichos servicios 

los presten particulares con 

concesión o permiso otorgado por el 

Ayuntamiento de que se trate, éste 

último deberá determinar como 

condición para la concesión que, 

tratándose de víctimas u ofendidos 

cuyo vehículo automotor haya sido 

objeto de robo, conforme a lo 

previsto por el artículo 176-BIS del 

Código Penal para el Estado de 

Morelos, no se realice el cobro por 

parte del concesionario. 

Como consecuencia de lo previsto 

en este artículo los Municipios no 

considerarán el cobro de las 

contribuciones amparadas por la 

presente exención en las respectivas 

leyes de ingresos municipales de 

cada año. 
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LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS 

TEXTO VIGENTE TEXTO VIGENTE TEXTO VIGENTE 

SIN CORRELATIVO. Artículo 84 BIS-4.- En caso de ser 
víctima u ofendido de los delitos 
previstos en el artículo 176-BIS del 
Código Penal para el Estado de 
Morelos, y se haya denunciado 
dentro del término de 72 horas 
después de ocurrido el hecho o se 
haya tenido conocimiento del mismo; 
no se pagará el derecho por 
concepto de refrendo anual de los 
derechos de control vehicular, con 
expedición de tarjeta de circulación y 
holograma en los siguientes casos:  
I. Cuando hayan sido recuperados 
en condiciones de desvalijamiento y 
pérdida total;  
II. Al haberse recuperado y 
entregado a la víctima propietaria del 
vehículo después de transcurridos 
tres meses de su denuncia, o  
III. Cuando no se haya recuperado el 
vehículo transcurridos más de 6 
meses a partir de su denuncia. 
 

Artículo 84 BIS-4.- Las personas 
víctimas u ofendidas de los delitos 
establecidos en el artículo 176-BIS 
del Código Penal para el Estado de 
Morelos, que hayan denunciado 
dentro del término de 72 horas 
después de ocurrido el hecho o se 
haya tenido conocimiento del mismo, 
salvo casos de fuerza mayor 
debidamente acreditados, no 
pagarán el derecho por concepto de 
refrendo anual de los derechos de 
control vehicular, con expedición de 
tarjeta de circulación y holograma en 
los siguientes casos: 
I. Cuando hayan sido recuperados 
en condiciones de desvalijamiento y 
pérdida total;  
II. Al haberse recuperado y 
entregado a la víctima propietaria del 
vehículo después de transcurridos 
tres meses de su denuncia, o  
III. Si el vehículo no ha sido 
recuperado en un periodo superior a 
6 meses desde la fecha de la 
denuncia, o bien si el Ministerio 
Público determina la imposibilidad de 
su localización, antes de ese plazo. 

SIN CORRELATIVO Artículo 84 BIS-5.- En caso de ser 
víctima u ofendido de los delitos 
previstos en el artículo 176-BIS del 
Código Penal para el Estado de 
Morelos, y se haya denunciado 
dentro del término de 72 horas 
después de ocurrido el hecho o se 
haya tenido conocimiento del mismo, 
no se pagará por los derechos por 
concepto de servicios prestados por 
la Coordinación General de 
Movilidad y Transporte consistentes 
en reexpedición de tarjeta de 
circulación de automóviles y 
camiones y por la expedición de baja 
de registro en el Padrón Vehicular 
estatal de servicio particular, en los 
siguientes casos:  
a) Cuando hayan sido recuperados 
en condiciones de desvalijamiento y 
pérdida total, o 
b) En caso de que no se haya 
recuperado el vehículo transcurridos 
6 meses a partir de su denuncia. 
 

Artículo 84 BIS-5.- Las personas 
víctimas u ofendidas de los delitos 
establecidos en el artículo 176-BIS 
del Código Penal para el Estado de 
Morelos, y se haya denunciado  
dentro del término de 72 horas 
después de ocurrido el hecho o se 
haya tenido conocimiento del 
mismo , salvo casos de fuerza mayor 
debidamente acreditados, no 
pagarán por los derechos por 
concepto de servicios prestados por 
la Coordinación General de 
Movilidad y Transporte consistentes 
en reexpedición de tarjeta de 
circulación de automóviles y 
camiones y por la expedición de baja 
de registro en el Padrón Vehicular 
estatal de servicio particular, en los 
siguientes casos: 
I. Cuando hayan sido recuperados 
en condiciones de desvalijamiento y 
pérdida total, o 
II. Si el vehículo no ha sido 
recuperado en un periodo superior a 
seis meses desde la fecha de la 
denuncia, o bien si el Ministerio 
Público determina la imposibilidad de 
su localización antes de ese plazo. 
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Finalmente, atendiendo a las modificacione antes señaladas de las que se desprende el texto final del artículo 

76 de la Ley de Victímas del Estado de Morelos y que esta Ley es el origen principal de las reformas planteadas, las y 

los integrantes de estas Comisiones dictaminadoras, consideran que para mayor claridad y coherencia de las 

reformas propuestas, se procede a modificar el título del proyecto de Decreto para quedar de la siguiente manera: 

DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN CUATRO PÁRRAFOS FINALES AL 

ARTÍCULO 76 DE LA LEY DE VÍCTIMAS DEL ESTADO DE MORELOS, EL ARTÍCULO 218 A LA LEY GENERAL DE 

HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 84 BIS-4 Y 84 BIS-5 A LA LEY 

GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS. 

VII.- IMPACTO PRESUPUESTAL DE LAS INICIATIVAS. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 43 de la Constitución Estatal, mediante la publicación del Decreto 

número mil ochocientos treinta y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política del 

Estado de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 

estableció que las Comisiones encargadas del estudio de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes con 

proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación sobre el impacto presupuestario del mismo, debe estimarse que 

dicha disposición deviene del contenido del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios, que tiene como objetivos el incentivar la responsabilidad hacendaria y financiera para 

promover una gestión responsable y sostenible de las finanzas públicas y fomentar su estabilidad, con política de 

gasto con planeación desde la entrada en vigor de la legislación para no ejercer gasto que no se contemple en el 

presupuesto, mediante la contención del crecimiento del gasto en servicios personales, consolidando el gasto 

eficiente que limite el crecimiento del gasto de nómina. 

En el estudio y análisis del presente dictamen, no se estima impacto presupuestal alguno en los subsecuentes 

ejercicios fiscales, en razón de que la propuesta no pretende crear nuevas unidades administrativas, plazas, ni 

programas que requieran una clasificación de gasto, al no generar un compromiso económico que supere los 

ingresos asignados, para las instituciones que se involucran en el cumplimiento de los objetivos de este instrumento, 

no dejando de lado que las iniciativas de reforma buscan eliminar la exención de pagos fiscales y administrativos 

relacionados con la recuperación de vehículos robados, sin embargo, se espera que el impacto sea compensado por 

la regularización y reincorporación de vehículos al padrón vehicular, en ese orden de ideas, estas Comisiones 

Dictaminadoras, consideran que los beneficios sociales y jurídicos de esta iniciativa, en términos de protección a las 

víctimas y reducción de trámites administrativos, superan el impacto financiero que pueda derivarse de su 

implementación, no obstante, la posibilidad de una reducción en los ingresos por concepto de arrastre y 

almacenamiento de vehículos en los corralones municipales, también se constituye en una medida preventiva para 

que las autoridades de seguridad pública lleven a cabo acciones para evitar el robo de vehículos.  

VIII.- CONCLUSIONES  

La propuesta de adiciones, a la Ley de Víctimas del Estado de Morelos, Ley General de Hacienda Municipal del 

Estado de Morelos, así como a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, que ha quedado identificada y 

plenamente estudiada en cuanto a sus fines en párrafos anteriores, sin generar algún tipo de gasto y generando un 

mejor trato a las víctimas del robo de su vehículo y sin crear un gasto extra por la recuperación de su propiedad, 

producida por el arrastre y uso de suelo de los conocidos corralones, por lo que se estima procedente. 

Por lo anterior y con fundamento en las atribuciones conferidas en los 53, 55, 59 numeral 2 y 7, 61 fracción XI, 

66 fracción I y X de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 4 fracción IV, 51, 54 fracción I, 61, 72, 

104, 106 y 110 del Reglamento Para el Congreso del Estado de Morelos, los y las integrantes de estas Comisiones 

Unidas de Justicia, Derechos Humanos y Atención a Víctimas y  Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, de la LVI 

Legislatura, dictaminan en SENTIDO POSITIVO CON MODIFICACIONES…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a bien 

expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO MIL CUATRO 

POR EL QUE SE ADICIONAN CUATRO PÁRRAFOS FINALES AL ARTÍCULO 76 DE LA LEY DE VÍCTIMAS 

DEL ESTADO DE MORELOS, EL ARTÍCULO 218 A LA LEY GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO 

DE MORELOS, ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 84 BIS-4 Y 84 BIS-5 A LA LEY GENERAL DE HACIENDA DEL 

ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO PRIMERO. - Se adicionan cuatro párrafos finales al artículo 76 de la Ley de Víctimas del Estado de 

Morelos, para quedar como sigue: 

Artículo 76. … 

… 

I a IX. … 

… 
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Para el caso de la devolución a que se refiere la fracción VIII, en caso de ser víctima u ofendido de los delitos 

previstos en el artículo 176-BIS del Código Penal para el Estado de Morelos, cuando se haya denunciado el ilícito 

dentro del término de 72 horas después de ocurrido el hecho o se haya tenido conocimiento del mismo o, en caso de 

que el vehículo sea utilizado como medio para la comisión de un delito sin que el propietario haya participado del 

mismo, aun cuando no haya sido posible denunciar dicho delito, no se estará obligado a realizar pago alguno por 

concepto de los servicios de depósito, inventario, arrastre y demás relativos a dichos servicios, en términos de la 

correspondiente normativa fiscal estatal o municipal cuando el servicio se preste directamente por alguna autoridad 

estatal o municipal y, en términos de las condiciones aplicables a la correspondiente concesión, cuando el servicio 

sea prestado por los particulares; lo anterior por concepto de:  

a) Gastos por contribuciones o accesorios originados por maniobras de salvamento, arrastre y almacenaje y 

demás conceptos previstos en las leyes de ingresos municipales o estatales, por derechos de corralón municipal, de 

los vehículos recuperados y que deban ser devueltos a sus propietarios, previa acreditación de propiedad ante la 

autoridad ministerial correspondiente; 

b) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos que se generen ante cualquier autoridad estatal o 

municipal, en caso de que el vehículo automotor haya sido recuperado en condiciones de desvalijamiento o pérdida 

total; 

c) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos que se generen ante la autoridad hacendaria municipal, 

en caso de haberse recuperado y entregado el vehículo después de transcurridos tres meses de su denuncia; 

d) Pago de contribuciones, accesorios y demás gastos que se generen ante cualquier autoridad hacendaria 

estatal o municipal, en caso de que no se haya recuperado transcurridos 6 meses a partir de la denuncia, y 

e) Pago de los servicios de depósito, inventario, arrastre y demás relativos a dichos servicios ante los 

particulares que tuvieren concesionados tales servicios. 

Los beneficios a que se refiere el párrafo anterior se concederán siempre y cuando el gasto respectivo no se 

encuentre amparado, asegurado o cubierto de otra forma, para lo cual el Ministerio Público que conozca de la 

denuncia realizará las investigaciones que se requieran y resolverá sobre el otorgamiento de este beneficio; si al 

término del procedimiento respectivo se acreditara que la conducta por la que se privó a la supuesta víctima no fue 

delictuosa, la persona que hubiera recibido los beneficios de este artículo deberá realizar el pago correspondiente, 

con la posibilidad deducir las acciones que resulten procedentes, asimismo los beneficios citados, se aplicarán a otras 

partes de un vehículo automotor que hayan sido robadas y trasladadas a un corralón. 

La Fiscalía General del Estado y los municipios del estado de Morelos garantizarán, dentro de sus respectivos 

ámbitos de competencia, el cumplimiento de lo establecido en el párrafo antepenúltimo del presente artículo relativo a 

las víctimas u ofendidos de los delitos previstos en el artículo 176-BIS del Código Penal para el Estado de Morelos, 

para dar cumplimiento a dicha obligación, la Fiscalía General solicitará al corralón correspondiente, la devolución del 

vehículo automotor a favor de los propietarios, sin costo alguno. 

Por su parte, los municipios o la autoridad correspondiente, en los instrumentos jurídicos que celebran con 

particulares para otorgar la concesión o permiso de corralones municipales o de grúas, deberán establecer la 

obligación de los concesionarios de brindar tales servicios de manera gratuita a quienes sean víctimas del delito de 

robo de vehículo. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona el artículo 218 a la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de 

Morelos, para quedar como sigue: 

Artículo 218. Estarán exentas del pago de derechos causados por los servicios de depósito, inventario, arrastre 

y demás relativos a dichos servicios que presten los Municipios las víctimas u ofendidos cuyo vehículo automotor 

haya sido objeto de robo, conforme lo previsto por el artículo 176-Bis del Código Penal para el Estado de Morelos.  

Lo anterior previa acreditación de la propiedad del vehículo automotor ante la autoridad ministerial, en los 

términos señalados por el artículo 76 de la Ley de Víctimas del Estado de Morelos. 

En caso de que los servicios de depósito, inventario, arrastre y demás relativos a dichos servicios los presten 

particulares con concesión o permiso otorgado por el Ayuntamiento de que se trate, éste último deberá determinar 

como condición para la concesión que, tratándose de víctimas u ofendidos cuyo vehículo automotor haya sido objeto 

de robo, conforme a lo previsto por el artículo 176-BIS del Código Penal para el Estado de Morelos, no se realice el 

cobro por parte del concesionario. 

Como consecuencia de lo previsto en este artículo los Municipios no considerarán el cobro de las 

contribuciones amparadas por la presente exención en las respectivas leyes de ingresos municipales de cada año. 

ARTÍCULO TERCERO. - Se adicionan los artículos 84 BIS-4 y 84 BIS-5 a la Ley General de Hacienda del 

Estado de Morelos, para quedar como sigue: 
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Artículo 84 BIS-4.- Las personas víctimas u ofendidas de los delitos establecidos en el artículo 176-BIS del 

Código Penal para el Estado de Morelos, que hayan denunciado dentro del término de 72 horas después de ocurrido 

el hecho o se haya tenido conocimiento del mismo, salvo casos de fuerza mayor debidamente acreditados, no 

pagarán el derecho por concepto de refrendo anual de los derechos de control vehicular, con expedición de tarjeta de 

circulación y holograma en los siguientes casos: 

I. Cuando hayan sido recuperados en condiciones de desvalijamiento y pérdida total;  

II. Al haberse recuperado y entregado a la víctima propietaria del vehículo después de transcurridos tres meses 

de su denuncia, o  

III. Si el vehículo no ha sido recuperado en un periodo superior a 6 meses desde la fecha de la denuncia, o bien 

si el Ministerio Público determina la imposibilidad de su localización, antes de ese plazo. 

Artículo 84 BIS-5.- Las personas víctimas u ofendidas de los delitos establecidos en el artículo 176-BIS del 

Código Penal para el Estado de Morelos, y se haya denunciado  dentro del término de 72 horas después de ocurrido 

el hecho o se haya tenido conocimiento del mismo , salvo casos de fuerza mayor debidamente acreditados, no 

pagarán por los derechos por concepto de servicios prestados por la Coordinación General de Movilidad y Transporte 

consistentes en reexpedición de tarjeta de circulación de automóviles y camiones y por la expedición de baja de 

registro en el Padrón Vehicular estatal de servicio particular, en los siguientes casos: 

I. Cuando hayan sido recuperados en condiciones de desvalijamiento y pérdida total, o 

II. Si el vehículo no ha sido recuperado en un periodo superior a seis meses desde la fecha de la denuncia, o 

bien si el Ministerio Público determina la imposibilidad de su localización antes de ese plazo. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente decreto a la Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para los fines que indica el 

artículo 44, 47 y la fracción XVII, inciso a) del artículo 70 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos. 

SEGUNDA. El presente decreto entrará en vigor el 1 de enero del siguiente ejercicio fiscal al año de su 

publicación en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad", Órgano de difusión Oficial del Gobierno del Estado Libre y 

Soberano de Morelos. 

TERCERA. Los treinta y seis municipios del Estado de Morelos, deberán llevar a cabo la armonización en los 

reglamentos respectivos, así como la modificación de las concesiones correspondientes, dentro del plazo de noventa 

días hábiles posteriores a la entrada en vigor del presente decreto.  

CUARTA. La Fiscalía General del Estado de Morelos, deberá llevar a cabo la armonización en sus reglamentos 

respectivos dentro del plazo de noventa días hábiles posteriores a la entrada en vigor del presente decreto. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión Ordinaria de Pleno del veintisiete de noviembre de dos mil 

veinticinco. 

Diputadas y diputados integrantes de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. Isaac 

Pimentel Mejía, presidente. Dip. Guillermina Maya Rendón, secretaria. Dip. Alberto Sánchez Ortega, secretario. 

Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia del 

Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los treinta días 

del mes de diciembre del dos mil veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 

MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 

GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA 

CALDERÓN, GOBERNADORA CONSTITUCIONAL 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, 

EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE ME 

CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 57, 70, FRACCIONES 

XVII Y XXVI, 74 Y 76, DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS; CON FUNDAMENTO EN LOS 

ARTÍCULOS 2, 6, 7, 8, 9, FRACCIONES II, III Y XIV, 

11, 14, FRACCIONES III Y VIII, 23, FRACCIÓN XXVI, 

24, FRACCIONES I, II, XII y XIII Y 35 DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS; ASÍ COMO EL ARTÍCULO 96, 

FRACCIÓN III, Y ÚLTIMO PÁRRAFO DEL CÓDIGO 

FISCAL PARA EL ESTADO DE MORELOS; Y CON 

BASE EN LA SIGUIENTE: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El párrafo quinceavo del artículo 4o de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como el párrafo séptimo del artículo 1 

Bis de la Constitución Política de Estado Libre y 

Soberano de Morelos, establecen que toda persona 

tiene derecho a la cultura física y a la práctica del 

deporte. Correspondiendo al Estado su promoción, 

fomento y estímulo. 

Del mismo modo, la Ley del Deporte y Cultura 

Física del Estado de Morelos refuerza los derechos 

otorgados en ambas Constituciones Políticas, teniendo 

por objeto normar las actividades tendientes a 

fomentar y desarrollar el deporte y la cultura física en 

el Estado de Morelos. 

En ese sentido, con fecha 22 de diciembre de 

2025, se publicó en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, número 6506 Extraordinaria, el Decreto 

Novecientos Noventa y Siete,  por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones del Código 

Fiscal para el Estado de Morelos, de la Ley General de 

Hacienda del Estado de Morelos, de la Ley de 

Coordinación Hacendaria del Estado de Morelos, de la 

Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Publico del 

Estado de Morelos, de la Ley General de Bienes del 

Estado de Morelos y de la Ley del Servicio Civil del 

Estado de Morelos; en cuyo artículo Segundo se 

derogaron los numerales 1 y 2 del inciso D), fracción 

VIII, del artículo 85, de la Ley General de Hacienda del 

Estado de Morelos, derogando los cobros fijados en 

UMA equivalentes a $2.00 y $50.00, por los conceptos 

de acceso a la trotapista de 6:00 a 9:00 horas 

(corredores) y acceso a trotapista de 6:00 a 9:00 horas 

paquete de 30 días (corredores) respectivamente. 

Asimismo, se observa que la fracción VIII, inciso 

A), numeral 1 del artículo 85 de la Ley General de 

Hacienda del Estado de Morelos, establece una cuota 

general de acceso al Parque Estatal Urbano Barranca 

de Chapultepec, por la cantidad en UMA equivalente a 

$10.00 (diez pesos 00/100 M.N.); sin embargo, el 

Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos 

reconoce que un sector importante de la ciudadanía 

utiliza cotidianamente este espacio para realizar 

actividades deportivas, particularmente personas 

corredoras y aquellas que emplean el parque como 

parte de su rutina de entrenamiento físico. 

Constituyéndose el Parque Estatal Urbano 

Barranca de Chapultepec en uno de los principales 

espacios públicos destinados al esparcimiento, 

recreación y actividad física de las familias 

morelenses, además de representar un área 

fundamental para la conservación ambiental y el 

equilibrio ecológico de la región.  

Por ello, a fin de no generar una carga 

económica que pudiera desincentivar el uso del 

parque con fines deportivos y de salud, considerando 

que la actividad física contribuye directamente al 

bienestar integral de la sociedad, se estima necesario 

implementar un esquema especial de acceso para 

este sector con el objeto de equilibrar el acceso 

incluyente y asequible al espacio público. 

Conforme lo anterior, esta Administración 

Pública Estatal considera óptimo el apoyo a la 

economía a través del otorgamiento de un subsidio 

fiscal del setenta por ciento en el pago de los derechos 

de la admisión general al Parque Estatal Urbano 

Barranca de Chapultepec, a corredores y personas 

que acudan con fines deportivos, reduciendo la cuota 

general de $10.00 (diez pesos 00/100 M.N.) a una 

cuota preferencial de $3.00 (tres pesos 00/100 M.N.). 

Cabe resaltar que esta medida que se otorga no 

afecta las finanzas públicas del Estado en virtud de 

que el beneficio otorgado por medio del presente 

instrumento se verá compensado con una mayor 

afluencia de personas usuarias en el interior del 

parque, y así al impulso de la venta de artículos que 

los locatarios ofertan al interior de las instalaciones. 

Siendo importante señalar que el presente 

Acuerdo se sustenta en el contenido de la fracción III y 

el último párrafo del artículo 96 del Código Fiscal para 

el Estado de Morelos, que prevé la competencia de la 

Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal para 

conceder subsidios o estímulos fiscales a los 

contribuyentes del Estado, previstas en la Ley General 

de Hacienda del Estado de Morelos. 
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No pasa desapercibido que, de conformidad con 

lo dispuesto por el artículo 8, primer párrafo de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública para el Estado 

Libre y Soberano de Morelos, la emisión del presente 

Acuerdo se rige por los principios de simplificación, 

agilidad, economía, información, precisión, legalidad, 

transparencia, austeridad e imparcialidad. 

Finalmente, el presente Acuerdo cumple con lo 

dispuesto en el artículo 12 de la Ley de Planeación 

para el Estado de Morelos, al encontrarse plenamente 

vinculada con el “Plan Estatal de Desarrollo 2025-

2030”, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, de fecha 09 de mayo de 2025, número 6423 

Extraordinaria, en su Eje Rector número 3, 

denominado “Bienestar para el Pueblo”, de manera 

específica en el rubro de Bienestar, estableciendo en 

su Objetivo Estratégico 3.3 fortalecer el desarrollo 

social y económico de las personas adolescentes y 

jóvenes del Estado de Morelos, previendo para ello la 

estrategia número 3.3.3 vincular y promover la 

inclusión e igualdad efectiva de oportunidades en las 

personas adolescentes, así como de sus derechos 

sociales como condición para alcanzar su bienestar; 

estableciendo así la línea de acción número 3.3.3.10 

concerniente a fortalecer la práctica deportiva y cultura 

física. 

En mérito de los fundamentos y razonamientos 

expuestos, tengo a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE OTORGA UN 

SUBSIDIO FISCAL EN EL PAGO DE LOS 

DERECHOS QUE SE CAUSAN POR LA ADMISIÓN 

GENERAL AL PARQUE ESTATAL URBANO 

BARRANCA DE CHAPULTEPEC A CORREDORES Y 

PERSONAS QUE EMPLEAN LA TROTAPISTA DEL 

PARQUE COMO PARTE DE SU RUTINA DE 

ENTRENAMIENTO FÍSICO 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Acuerdo 

tiene por objeto otorgar un subsidio fiscal del 70% 

(setenta por ciento) en el pago del derecho, 

establecido en el artículo 85, fracción VIII, inciso A), 

numeral 1 de la Ley General de Hacienda del Estado 

de Morelos, por concepto de admisión general para los 

corredores y personas que emplean la trotapista del 

parque como parte de su rutina de entrenamiento 

físico, siempre que el ingreso se realice en un horario 

de las 6:00 am a las 9:00 am, al Parque Estatal 

Urbano Barranca de Chapultepec.  

ARTÍCULO SEGUNDO. La aplicación del 

presente Acuerdo corresponderá a la Secretaría de 

Desarrollo Sustentable del Poder Ejecutivo Estatal.  

ARTÍCULO TERCERO. La interpretación del 

contenido del presente Acuerdo para efectos 

administrativos y fiscales corresponderá a la 

Secretaría de Administración y Finanzas del Poder 

Ejecutivo Estatal. 

ARTÍCULO CUARTO. El subsidio fiscal 

otorgado por virtud del presente Acuerdo no concede 

a las personas contribuyentes el derecho a devolución, 

reducción, disminución, deducción o compensación 

alguna, con respecto a las cantidades efectivamente 

pagadas con antelación a la entrada en vigor del 

presente instrumento, ni les exime de las infracciones 

que correspondan. 

ARTÍCULO QUINTO. La Secretaría de 

Desarrollo Sustentable del Poder Ejecutivo Estatal 

deberá difundir los beneficios del presente Acuerdo y 

colocar a la vista del público el anuncio 

correspondiente en sus páginas de internet oficiales y 

en los lugares en que se realizará el trámite o servicio, 

o por cualquier otro medio de comunicación a su 

alcance. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. El presente Acuerdo entrará en vigor 

al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del 

Gobierno del Estado de Morelos, y su vigencia 

concluirá el 31 de diciembre de 2026. 

SEGUNDA. Se derogan todas las disposiciones 

jurídicas de igual o menor jerarquía normativa que se 

opongan al presente Acuerdo.  

Dado en la sede oficial del Poder Ejecutivo 

Estatal, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado 

de Morelos, a los 16 días del mes de enero de 2026. 

LA GOBERNADORA CONSTITUCIONAL 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN 

EL SECRETARIO DE GOBIERNO 

DEL PODER EJECUTIVO ESTATAL 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

EL SECRETARIO DE ADMINISTRACIÓN Y 

FINANZAS 

DEL PODER EJECUTIVO ESTATAL 

JORGE SALAZAR ACOSTA 

EL SECRETARIO DE DESARROLLO SUSTENTABLE 

DEL PODER EJECUTIVO ESTATAL 

ALAN DUPRÉ RAMÍREZ 

RÚBRICAS. 
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AVISO 
AL PÚBLICO EN GENERAL 

Se comunica al público en general que para la publicación de documentos en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”,  se deberá cumplir con lo establecido en el Reglamento del Periódico Oficial para el Estado Libre y 
Soberano de Morelos.  

INDICADOR DE PRECIOS: 
De acuerdo al artículo 120 de la Ley General de Hacienda del Estado, los precios a pagar por publicaciones en 

el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, son los siguientes: 
 

REQUISITOS PARA LA INSERCIÓN DE DOCUMENTOS A PUBLICAR PARA EL PODER LEGISLATIVO, 
JUDICIAL Y EJECUTIVO A TRAVES DE SUS DEPENDENCIAS 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 
al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 
expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 
con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 
de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. (No aplica para el Poder Legislativo y Judicial; así como 
organismos autónomos y particulares). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación en el kiosco electrónico, ubicado en Palacio de Gobierno; 
oficina de telégrafos o bancos autorizados. 

 En el caso de Organismos se deberá presentar original o copia certificada del acta en la que se aprobó el 
documento a publicar. 

 El documento original y versión electrónica se deberá presentar en la Secretaría de Gobierno. 
 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 
C.P. 62000.  

LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS 
ART. 120 

 
Fracción II.    DEL PERIÓDICO OFICIAL "TIERRA Y LIBERTAD": TARIFA EN 

UMA 
A) VENTA DE EJEMPLARES: 

1. 
SUSCRIPCIÓN SEMESTRAL 
1.1 EDICIÓN IMPRESA 5.50 
1.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 5.50 

2. 
SUSCRIPCIÓN ANUAL: 
2.1 EDICIÓN IMPRESA 10.50 
2.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 10.50 

3. EJEMPLAR DE LA FECHA: 0.15 
4. EJEMPLAR ATRASADO DEL AÑO EN CURSO: 0.30 
5. EJEMPLAR DE AÑOS ANTERIORES: 0.40 

6. 
EJEMPLAR DE EDICIÓN ESPECIAL POR LA PUBLICACIÓN DE 
LEYES O REGLAMENTOS E ÍNDICE ANUAL: 

1.00 

7. EDICIÓN ESPECIAL DE CÓDIGOS: 2.50 
8. PERIÓDICO OFICIAL EN DISCO COMPACTO: 1.00 
9. COLECCIÓN ANUAL: 15.00 

B) 
INSERCIONES: PUBLICACIONES ESPECIALES, EDICTOS, LICITACIONES, 
CONVOCATORIAS, AVISOS Y OTROS QUE SE AUTORICEN: 

1. 

DE LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL, ESTATAL O MUNICIPAL Y AUTORIDADES 
JUDICIALES: 

 

1.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $ 1,030.00 POR PLANA: 0.01 
1.2. POR CADA PLANA: 14.50 

2. 
DE PARTICULARES:  
2.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $1,030.00 POR PLANA: 0.05 
2.2. POR CADA PLANA: 14.50 
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EN EL CASO DE AYUNTAMIENTOS: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, 

solicitando la publicación, con copia de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Acta de Cabildo de fecha correspondiente a la aprobación del documento a publicar, debidamente certificada. 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 

de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 

C.P. 62000. 

 Original o copia certificada del acta de Cabildo debidamente firmada. 

TRÁMITES DE PARTICULARES: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 

de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D., o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C.D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas s/n, primer piso, Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, C.P. 

62000. 

MEDIO DE INFORMACIÓN: 

Teléfono para dudas sobre el trámite de publicación: 3-29-22-00, Ext. 1353. 

LAS PUBLICACIONES SE PROGRAMARÁN DE LA SIGUIENTE MANERA: 

Para la publicación en la edición ordinaria de cada miércoles de aquellos documentos que cumplan los 

requisitos establecidos, se deberán recibir a más tardar el día viernes de la semana anterior, debiendo acreditar su 

pago a más tardar el día lunes de la semana en la que se deberá realizar la publicación. 
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